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acotado por referencia al articulo 24.1 de la CE, que pasamos a
analilAl". .

segundo.-ConvieÍle dejar bien claro que no se acelOna aquí
el amparo frente & una decisión de ¡nadmisióD d~'qenuncia o
d querella fundada en que 105 hechos comprendidos en. actos
d: iniciaci6n procesal no son desde la apreciación .•ab ¡nitio..
constitutivos de dehto (articulob 2696 313 de fa LECrlmJ y tam­
poCO contra resoluciones judiciales que dentro de lo I?reyisto
en la LECrim. hayan concluido COn la fOnnula d~ sovre~elmlento
libre porque el hecho no sea c.onstitutivo de del~to (articulo. 637,
segundo). o aparezcan exentos de responsabilIdad los sUjetos
contra los cuales Be dirigió la acción (articulo 637. terc.ero), o
con la fónnula de sobreseimiento provisional en CiPa:lqUlera de
las modalidades que ·dic-e el articulo 641 de la LECnm.,. en .su
caso el articulo 789 primera, también de la LECrim. La acción
de ámparo, sustentada, como hemos di~ en el articulo 24.1
de la CE se dirigé contra·una provldencl& Judictal, luego man­
tenida e~ las ulteriores resoluciones de .la reforma y. de la apeo.
ladón, que frente al ejercicio de la accu)n penal -:-IUS ut pro-­
cedatur-- en la primera fase del escalon~miento J~herente al
ejprcicio de tal acción, del'legó toda actuacIón lurisdlCcional pe·
'nal insinuando tal vez un juicIo sobrentendido, pues nada se
exterioriza en aquella providencia, acerca de que el hecho no
era constitutivo de delito. o que al reputado autor hade ~nsl­
derarle cubierto por alguna causa excluyente de responsabilIdad.
Decimos esto porque la resolución de la Au~iencia que pone. fin
a la apelación incorpora a su fundamentaCión algunas consJde­
radones en tomo a la ausencia de una imputación a titulo de
dolo o a título de culpa en lo que par~ce encon~a~ una Juat1-

_ ficación e. que no se iniciara siquiera el procedJmlento penal,
fundamentación -como dIce el Mini~terlo Fh~cal-qUé no fo~t\
a.rgüirse para negar' la apertura del procedimien to pena, sin
quebrar, añadimos, las garantías p.ro~es.ales que presuponeo _el
iter proce!)al culminado en el sobreseImIento oe&. l~ sentenCIa,.
supuesto cama es aqui el caso un hecho que inicla.mente apa­
rece con 'las notas caracterizados de lo deUctivo, al menos, a los
efectos de iniciar y apurar la investigación._ Como @ el derecho
a la tutela jurisdiccional qu.e dice el articulo 24.1 de la CE se
comprende el concretado a la jurisdicción penal de!ltro del sis­
tema plural instaurado en nuestr-o Derecho, en que Junto a 14
oficialidad de la acción encomendada al Minlstei10 Fiscal se
establecen otras titularidades privadas, entre ellas las del per·
.j.lId1cado por el delIto (artIculo 110 y concordantes de la LECr1mJ~
es claro que la denegación de la acción -ius ut procedatur.-,
en el primero de los escalones ahora del reconocimiento·gradual
de la acción, entratl.a una violación del indicado precepto: cons­
titucional.

Tercero.-Antes de conclwr, y para dejar bIen perfilado el
contenido de nuestra decisión, es oportuno que recordemos que
el atestado policial que dio lugar a las diligencias previas ab&"r..
caba, jun to al hecho comprendido en la acción penal que ejer­
citó el ahora demandante de amparo, otro calificado en prtn·
cipio, y a los soios efectoa de la instrucción, de robo. Pues bien,
el sobreseimiento provisional que decretó el Juez de Instruc~

ción. invocando -el motivo del artículo 789, primera, -in fine.
de la LECrim., esto es, la falta de autor conocido, se contrae
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
dún Manuel Garcfa-Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo, doña
Gloria Segué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don
Angel Escudero del Corral, Magistrados, l.a pronunciado

EN' NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo número. 155/1983, promovido poi"
la Entidad -Sociedad General Espadola. de Electrodomósticos.
(antes -Electrodoméstiroe Orbegozo, S. A._) y de la .Funda­
::,ión Faustirro Orbegozo Eizagui.rI'e., representadas Por el pn;.
curador don Alfonso Morales Vilanov& y defendidas por el
Letrado don Ramón Jorge Paia Ferrm, contra el auto de "21 de
diciembre de 1982 del Tribunal Centra! de Trabajo, que re­
solvió recurso de quera contr~ el auto de 14 de julio de 1982,
de la Magistratura de Trabajo número 17 de Madrid, el cual,
a su vez, había desestimado el recurso de reposición contra
[a providencia de " de mayo de 1982, Que declaró no haber
lugar a admitir recurso de supUcación contra la~ sentencia
recaída en los au~ número 194 de la citada Magistratura,
promovidos por don Antonio Martín FernAndez y otros, por
no haber depositado en el Banco de Eapafta la cantidad ob-­
jeto de la condena y el 20 por 100 más; habiendo jntervenldo
Jn el trámite del recurso de amparo el Ministerio Fiscal, y
;,jando ponente el Magistrado don Angel Escudero del Corral,
::¡uieo exproi:>a. el parecer de la Silla.

r. ANTECEDENTES

Primero.-La Entidad -Sociedad General de Electrodomés­
ticos, S. A.• <antes -Electrodomésticos Orbegozo, S. A.~). Y de

>

al robo distinto del que el demandante de amparo considera
constitútivo de delito, y da1\oso pata su integridad, que si bien
surgió en el curso de la persecución de los inldeoUncadol auto­
res· del robo es de una identidad bien diferenciada penal 1
procesalment~. Para nada se ocuparon aquellas d1Uge~cias-mAa ;
allá de lo que se dice en el atestado pobeial y de la lOcompleta
declaración del, a la vez, testigo del robo, y presunto autor de
los hechos que le imputa el demandante- de .este hecho que
debió ser objeto de invastigac1ón. Desdp la supoSIción equivocada
de que el sobreseimiento provisional comprendla los h~hol le-­
SiVOB para S\l. persona y bienes, se comprende la pet~ción del
aquí demandante de mostrarse ,parte en la causa e mstar la
reapertura de la misma. Mas no siendo este el objeto del sobre­
seimiento decretado en las indicadas diligencias, es claro, p<Sr
un lado, qua tal petición no podia iug~i~ar, realmente, una
causa sobreseída por falta de autor conOCido, mas tampoco dejazo
segada tod:¡ vla para depurar unas posibles responsabUida~es
con relevancia penal, a los efectos, insistimos: de la instrucc!ón
penal. Desde esta precisión, debe reconstruirse la, pretensión
actora y configurar nuestro failo, en Id. ilnea postUlada por el
MinisteriQ Fiscal,

FALLO

En atencIón a todo lo expuesto, el T'ribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE.CONFIE¡¡E LA CONSTlruCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Primero.-Otorgar el amparo solicitado en ·cuanto a la Invo­
cación del. articulo 24.1 de la CE, con los pronunciamientos
SIguientes:

ÁJ Declarar que la providencia del" Juzgado da InstnIcción
número 1 de Alcalá de Henares de 6 de octubre de 1982-, y ~os
autós ·de 2 de noviembre y 13 de diciembre, del mismo ail.o, el
primero del indicado Juzgado de Instrucción y el segundo de la
Audiencia, Provincial de Madrid. Sección Cuarta, en cuanto DO
admitieron como parte al demandante de amparo y DO disp~

sieron lo procedente en orden a las diligencias enCNDirtada...
de,terminar los J¡echos· y las personaa que hayan participado en
los mismos, co~rendid08 en el escrito que dio lugar a indicada
providencia, son contrarias al articulo 24..1 de la CE y, por tanto,
nulas. . -

Bl Reconocer el derecho del demandante a la tutela luriscHc·
ciona! efectiva, mediante sl¡ admisión como parte y realización
de la investigación interesada por todos los cauces prl?cesales
hasta la decisión que en derecho proceda. ,

Segundo.-Denegar, en lo demás, las peticiones que hace el
demandante. -

Publ1Queseesta sentencia -en el _Boletín Oficial del Estado...

Madrid, 29 de noviembre de 1983.-Jer6nlmo Arozamena Sie­
rra.-Francisco Rubio Llorent8.-Luis Diez-Picaza y Ponce de
León.-Franclsco TomAs y Valiente.-Antonlo Truyal Serra.­
Francisco Pera Verdaguer. (Firmado y rubricado.)

la· -Fundación Faustino Orbegozo Eizaguirre... representadá por
el indicado Procurador, [ormuJó recurso de amparo el 12 de
marzo de 1983, contra las resoluciones judiciales indicadas,
precisando haberse cumplido las exigencias requeridas para
poder formularlo.

Segundo.-Como antecedentes manifestó: Que el 30 de abril
de 1982. fue notüicada la Entidad de la sentencia dictada por
la Magistratura de Trabajo numero 17 de Madrid, advirtiéndole
que contra la misma podía recurrir en suplicación 'ante_ el
Tribunal Central de Trabajo. y de hacerlo, que deberla depo­
sitar 2.500 pesetas en la cuenta corriente 1409, ..Recursos de
suplicación. Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid,
calle Infao~ Mercedes, li, de Madrid, y ademáa consignar el
importe de la condena más el 20 por 100 en la Cuenta comen­
te 98307. -Fondo de anticipO&, reintegrablas sobre sentencias
recurridas.. , del Banco de Espada. y presentar los resguardos
ante ]a Magistratura al tiempo de anunciar el recurso. Que
con fecha 4 de -mayo de 1982 fue anunciado el oportuno re­
curso- contra la sentencia, mostrandose disconforme con las
advertencias de la notificación de la sentencia sobre consig­
nación de la cantidad de condena 1 el 20 por 100 más para
poder recurrir en casación.. por entender que estas exigencias
determinadas, en el articulo 154 de la Ley de Procedimiento
Laboral, vulneraban la superior norma de la Constitución con­
tenida en el articulo 14, por deberse respetar la igualdad de
las partes en el proceso. estableciendo una discrIminación ba­
sada en la circunstancia personal o económico-social de ser
empresario, Que debe consignar, [rente la condición de tra­
bajador, que no debe hacerlo, lo que supone un privllegio in~

constitucional para éstos, afirmando que tambIén Se vul nera
el articulo 24 de la C. E. por impedir el acceso a la jurLsdicción,
causando indefensión.

La indIcada Magistratura, el " de. mayo de 1982, dIctó pro­
videncIa, no admitiendo a trámite el recurso anunciado por el
defecto de forma de no haberse constituido 108 dos depósitos
indicados, interponiéndose contra la misma recurs<> de repo--
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..tetón, que luego de ser tramitado. fue rechazado por auto
de 14 de tullo siguiente, formulándose recurso de queja ante
el Tribunal Central de Trabajo. Q.ue también fue desestimado
por auto de ,21 de diciembre siJuiente. por exigir la efectividad
de las consignaciones para poder recurrir en suplicac16n.

El recurso de amparo se motivó, alegando primero: La vio­
lación del articulo 14 de la C. E. por la Magistratura de Tra­
baJo. en cuanto el articulo 154 de la" Ley de Procedimiento La­
boral debe estimarse inaplicable por Ber inconstitucional, al
lesionar el principio de igualdad, por referir la carga de con­
signar al empresario únicamente, y no al trabajador. estable­
ciendo una clara discriminación basada en la circunstancia
personal o económico-social de ser empresario, frente a la con­
-dición de trabajador, estableciendo para éste un privilegio que
aunque de rara aplicación es inconstitucional; y precisando
después que también; se ha violado con las resoluciones re-­
curridas el artículo 24 de la C. E., porque dicho articulo 154
de la Ley de Procedimiento Laboral, de 13 de junio de 1980,
debe estimarse inaplicable por violar la C. E., en cuanto se
impide el derecho al proceso si no se efectúan las consigna·
ciones, puesto que no se le pueden imponer cortapisas ni dis­
criminaciones de ningún género, cau,sándose indefensión.

y formuló súplica citando diChas resoluciones y solicitando
se dictara en su día sentencia reconociendo el derecho de la
Entidad a tener por anunciado el recurso de suplicación en
los autos 194/1982, de la Magistratura de Trabajo número 17 de
Madrid, sin necesidad de haber depositado en el Banco de
Espana y en la cuenta corriente que a tal efecto tenga abierta
la Magistratura citada, la cantidad objeto de la condena, más
un 20 por 100 de la misma, condenando a tal órgano judicial
a adoptar cuantas medidas y providencias fueran necesarias
para el pleno restablecimiento del derecho lesionado, por ser
constitucionalmente exigible y por vulnerar los articulas 14 y
2-' de la Constitución, la aplicación que se hizo del articulo 154
de la Ley de Procedimiento LaborilJ,con expresa imposición de
las costas de este procedimiento a aquella parte que temera~

riamente se opusiera al mismo.
Tercero.-La Sección, por providencia, tuvo por parte al Pro­

curador, y puso de manifiesto la posible presencia del defecto
iDsubsanable de presentarse la demanda fuera de plazo, reM

cayendo auto el 25 de mayo de 1963, después de las alegaciones
de las parles actora y el Ministerio Fiscal, precisando no existir
tal defecto, admitiendo a trámite la demanda y requiriendo el
envío de las actuaciones de los órganos judiciales y el empla­
zamiento de las partes, lo que tuvo lugar, y una vez recibidos
los documentos, se concedió un plazo B las partes indicadas,
romo ünicas comparecientes, para que formularan las alega­
ciones correspondientes.

,Cuarto.-EI Ministerio Fiscal alegó después -de exponer los
antecedentes: Que las parte!il recurrentes 5ólo consignaron el
depósito de 2.500 pesetas, cumpliendo el artículo 181 de la Ley
de Procedimiento Laboral, pero no consignaron la cantidad ob·
1eto de la condena y el 20 por 100 mas, tema que ha sido de­
cidido por la sentencia del Tribunal Constitucional de 2S de
enero de 1983, con eficacia .erga omnes_, al resolver unacues­
tión de incoustitucionalidad, en re1.&c1ón con los articulos 154
y 170 de la indicada Ley, precisando que la cantidad objeto
de condena no vulnera los articulas 14 y 24 de la Constitución,
pero qUe IaconsigDación del 20 por 100 es inconstitucional, al
constituir un obstáculo para la tutela jurisdiccional que no
estA 1ustificado en aras a otro derecho o libertad fundamental,
contrariando el articulo 24.1 citado. Aplicari.do esta doctrina
recaída en sentencia posterior a 1& demanda, entiende el Fiscal

,que se debe dictar sentencia en la que se deniegue el recurso
de amparo respecto a la pretensión de que se tenga por anun­
ciado el recurso de suplicacíón, sin necesidad. de consignar el
importe a que ascendía 1& condena de 1& sentencia de la· MaM

gistratura, y que se conceda el amparo en cuanto a la petición
ae no consignar el 20 por 100 más de la misma, acordándose
también que el Magistrado de Trabajo conceda un nuevo plazo
de cinco días para que .el recurrente exhiba el resguardo acre­
ditativo de haber depositado el importe de la cantidad a que .
asciende la condena.

Quinto.-Las partes demandantes en amparo, evacuando diM

'chotr&mite de alegaciones, manifestaron úniC8Jll6nte que ha­
biendo abordado el Tribunal Constitucional cuestiones similares
a 1& presente, en sentencias de 25 de enero y 21 Y 28 de febrero

. de 1983, entre otras, supJ1caba sentencia en los térmLnos Lnte­
resadas en el eácrito de demanda.

Sexto.-Por providencia de 15 noviembre de 1983 se acordó
seftalar para deHberación y fallo de este proceso el día 22 si­
guiente, en el que se realizaron tales deliberación .Y fallo por
el Tribunal Constitucional. .

1I. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Atendiendo al contenido de la demanda de ampa­
ro, la única cuestión que se plantea y debe ser obleto de la
resolución, se concreta en determinar si las consignaciones que
se exigen al empresario condenado en la jurisdicción laboral
al abono de cantidades en favor de los trabajadores, para. 'DOder
entablar recurso de suplicación, y que determina el articulo 154
de la Ley de Procedimiento Laboral (LPL1, de 13 de junio de
Ul8O. y consistentes en el depósito meW1co del importe de la
condena, y el 20 por 100 mAs son inconstitucionales por' lesionar
el principio de igualdad del artículo 14 de 1& Constitución (CE),

y el derecho a la tutela judicial efectiva sin causar indefensión
del artículo 24.1 de la misma, como 60stuvierun las Empre~[;<;

actoras para no realizar dichas consignaciones ante la Magis­
tratura de Trabajo y luego ante este Tribunal.

Segundo.-Este problema, constituido por las consigflHciones
que actúan como presupuestos procesales en la admisión de lus
recursos laborales de suplicación ante el Tribunal Central de
Trabajo y de casación ante la Sala VI del Tribunal Supremo,
según los articulas 154 y 170 de la LPL, ha sido objeto de co­
nocimiento y resolución por este Tribunal Constitucional, luego
de entablarse el presente recurso de amparo por la senlen{'l8
3/1983, de 2S de enero, recaida en la cuestión de inconstitu(j<l­
nalídad 222/1002 (.BoleHn Oficial del Estado_ de 17 de febrero),
y posteriormente en las sentencias dictadas en los recursos de
amparo números 9/1983 y 14./1983, de 21 y 28 de fAbrero (.Bo­
letín Oficial del Estado_ de 23 de marzo), seguidas por ollas
posteriores que aplicaron su doctrina, y cuya fundamontatión
se tiene aqui por totalmente reproducida! aunque a continu1:1'
ción se resuma, en 10 necesario, para resolver el C&~O plotn·
teado en su singularidad. .

TercerO.-Este Tribunal no estimó existente la presenCIa de
la vulneración del artículo 14 de la CE por la exigencia rle la
consignación de la cantidad objeto de la condena, para recu·
rrir en proceso laboral, impuesta s610 al empresario y no al
trabajador, negando que supusiera una discriminación para
aquél y un privilegio para éste, toda vez. que, tal norma cons­
titucional no establece ul'l principio de igualdad absoluto, que
impide admitir circunstancias objetivas que razonablemente jus·
tifiquen la desigualdad de tratamiento legal, y aún con mayor
raZÓn cuando las circunstancias de hecho sean desiguales, y el
establecimiento del trato distinto tenga por precisa función el
restablecimiento de la igualdad real que previamente era inexis­
tente, lo que sucede indudablemente en la consideración valo­
rativa del empresario y el trabajador, que poseen no sólo dis·
tinta condición económica, sino que la situación juridica que
les liga por el contrato de trabajo les coloca en situación pre­
valente y de superiOridad al primero, ,y de dependencia y subor­
dinación al segundo, existiendo una clara desigualdad subjetiva,
que el ordenamiento juridico trata diferenciadamente pOr la
presencia de la desigualdad socioeconómica del trabajador res­
pecto al empresario, que reduce mediante el adecuado estable­
cimiento de medidas igualatorias a través del derecho laboral,
que es tuitivo, compensador e igualador de las -desigualdades.
y que operan a medio de las normas sustantivas que 10 nutren
e incluso de las procesales, como OCUlTe con dicha consigna­
ción, al actuar como medida que' suaviza tales diferencIas en
el campo procesal, evitando que la imposición de una i$'ualdad
formal agrande la desigualdad real, de manera opuesta a lo
que reclama el expresivo articulo 9.2 en su relación con el ar­
ticulo primero de la Constitución.

Cuarto.-A su vez, en dicha doctrina, este Tribunal tampoco
estimó que dicha consignación de la cantidad impuesta a pagar
por la sentencia laboral de instancia, quebrantara la tutela
judicial efectiva, causando la indefensión a que se refiere el
articulo 24.1 de la CE, a pesar de entender que puede operar
como una limitación u obstáculo procesal para acceder al re.­
curso de suplicación o casación, ~hibiendo la utilización "d'e
estos recursos extraordinarios si no se cumple con el deber de
consignar, ya que partiendo de la presencia de una sentencia
generada en un proceso contradictorio y abocada a su posible
confirmación, por existir una intensa presunción de legalidad,
se trata de proteger al traba1ador, parte más débil de la re­
lación de trabajo, no disminuyendo su tutela y derecho al per­
cibo de lo debido, con el fácil acceso a recursos dilatorios de
la contraparte, mis aún, cuando la consignación es una medida
cautelar que procurando el equilibrio de intereses contrapuestos,
cumple las funciO!1es protegibles y legitimas de garantizar la
ejecución de la sentencia de rondena en favor del trabajador,
y a evitar presiones sobre éste que por su situación de nece­
sidad le conduzcan a renunciar derechos judicialmente recono­
cidos, así como a evitar la eventual desaparición de los medios
de pago y a detar graTitando sobre aquél el .periculum morae».
Todo ello al margen de la posible presencia de situaciones ex­
cepcionales, que las indicadas sentencias de este Tribunal con­
templaron, de falta de medios o' liquidez, que hiciera gravosa o
imposible levantar la carga de la consignación a las Empresas
no declaradas pobres, y en las que en el (¡lUma supuesto se
pennitió la sustitución de la garantta por medidas menos one­
rosas, y que en el caso de examen no conCl.,llTen, por no haberse
alegado nada en el sentido de ser dificil o imposible la (:on­
signación en metáUco de la cantidad obleto de la condena.

Quinto.-Sin embargo, dichas sentencIas estimaron la incons­
titucionalidad d~ )a consigm:tción de] 20 por 100 sobre I"l importe
de la condena de cantidad establecida en la sentencia, por en­
tender que constituía una sanción al empresario ligada al merO
vencimiento en el proceso por razones objetivas, manifestando
una cuantía desproporcionada y gravosa CJue poseía un ca­
rácter de tasa o exacción parafiscal, no acomodadas a los prin­
cipios 'de igualdad y progresividad y que 8e destinaban discre­
cionalmente 'a atenciones de la justicia, estando ausentes ra­
zones gue justificaren esa carga económica, que por 10 demás
no se relacionaba oon las pretensiones del juicio laboral, no
actuaba en beneficio de la tutela judicial del trabajador, ni por
fin guardaba relación alguna con las finalidades protegibles en
el proceso laboral.

5exto.-Todo lo expuesto determina en el caso concreto la
necesidad de acoger parcialmente el recurso de amparo, en
cuanto a la exoneración de la exigencia de consignar a las
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En tidades recurrentes el 20 por 100 de la cantidad objeto de
la condena, por haberse declarado inconstitucional por este
fribunal esa consignación, con efectos carga amnes. y retroac­
tivos. Pero sin que pueda accederse a la pretensión sobre la
consignación en metálico del importe de la condena de las En· .
Edades aquí actoras, que para recurrir deben realizar. por es~

tar declarada constitucional según se ha expuesto, no habién­
dose por lo demás alegado la presencia de situación excepcional
alguna en la base de este proceso, por lo que no pudo la Ma­
gistratura ni este Tribunal acordar medidas sustitutorias de la
consignación. Concediendo en definitiva el derecho a una nueva­
notificación de la sentencia, por el Magistrado de Trabajo, para
que los recurrentes puedan efectuar, si l8s interesa, la consig·
nación acabada de indicar, pero sin exigirles l*, del 20 por 100
referida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POIl LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
me LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por las Entidades
..5uciedRd General Española de Electrodomésticos.. S. A.~, y
.. Fundación Faustlno Orbegozo Eizaguirre_, y en consecuencia:

Primero.-Anular la providencia de la Magistratura de Tra­
bajo número 17 de Madrid, de 4: de mayo de 1982, lI¡sí. como el
auto de 14: de julio de igual año del propio órgano. y el del
Tribunal Central de Trabajo de 21 de diciembre siguiente, en
las p~rtes necesarias en que exigían la consignación ..por las
Empresas del 20 por 100 sobre la cantidad objeto de la condena
impuesta por la sentencia de la Magistratura de Trabajo de
27 de abril de 1982, pero no en lo demás de su contenido. por
estar declarada aquella consignación inconstitucional.

Segundo.-Reponer el derecho de los actores para que dicha
Magistratura de Trabajo les notifique de nueva la referida sen­
tencia, comunicándole su derecho a recurrir en suplicación,
previa la consignación del Importe de la condena impuesta,
además de la seí'lalada en el articulo 181 de la Ley de Proce­
dimiento Laboral, pero sin incluir el incremento del 20 por 100
indicado.

Tercero.-Se desestima en lo demás la demanda de amparo.

Publíquese en el _Boletín Oficial del Estado".

Madrid, 29 de 'noviembre de 1983.-Manuel r;apcía-Pelayo Alon­
so.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Es­
cudero del Corral.-Firmados y rubricados ..

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

El Plena del Tribunal Constitucional, compuesto por don Ma­
nuel García-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, don Angel Latorre Segura, don Manuel Diez de
Velasco Vallejo. don Francisco Rubio Llorente, dada Gloria B.
gué Cantón. dan Luis Díez Picaza, don Francisco Tomás y Va­
liente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corral, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Ver~
daguer, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el conflicto positivo'-de competencia numero '171/83, plan·
teado por el Conse¡o Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña,
representado por e Abogado don Ramón María Llevadot Roig,
en relación con la Resolución de la Direcci(m General de los Re­
gistros y del Notariado de 12 de noviembre de 1982, por la que
se anunciaba la provisión ordinaria de dIversas Notarías va­
cantes en lo que conelerne a laa Notarlas radIcadas en Cata­
luña. Ha sido parte el GobIerno de la Nación, representado por
el Abogado del Estado. y Ponente el Magistrado don Luis D1ez
Picaza, quien expresa el parecer del Tribunal.

nombramiento impediría al que nombra, no sólo controlar, síno
incluso tener conocimiento sobre el desarrolla del concurso 11
oposición y por ende del cumplmiento de las exigenciaS y re·
quisitos legalmente establecidos. Serla un contrasentido acep­
tar que la Generalidad pudiera anular y retrotraer las actua­
ciones realizadas por un órgano designado y dependiente de un
poder distínto.

Si se parte del contexto normativo se llega a idéntica con­
clusión. La saivedad. que hace el inciso 1.0 del artículo 24 del
Estatuto de Cataluña sería innecesaria si' la atribución estatuta­
ria del nombramiento tuviera un carácter puramente formal,
coma tam bién lo sería la previsión del mismo articulo en el sen­
tido de que ..los candidatos serán admitidos en igualdad de
condiciones. tanto si ejercen en el territorio de Catalui'ia como
en el resto de Espafia_, -cláusula que sólo puede interpretarse
como dirigida á la Comunidad Autónoma. Pera, además. el ar~

ticulo 24 impone la obligación de dotar de especificidad a los
concursos y las oposiciones relativos a las Notarias dfJ Cataluña,
al decir que ..en estos concursas y oposiciones sera mérito pre~

ferente la especialización en Derecha Catalán". Este carácter
especial de las-a,posicionesy concursos referentes a las Nota­
rías de Cataluña tiene un último reflejo en el último inciso del
artículo 24, que seria innecesario si el control del procedimiento
estuviera en manos del Estado.

Los anteCf3dentes históricos y legislativos, referidos al Es­
tatuto de 1932. llevan a- similar interpretación del articulo 24.1.
El articulo 12 del mencionado' Estatuto establecía qUe ..los N04
tarios seran designados por la Generalidad mediante concurso u
oposición que convocara ella misma,.. Se trata de Wla regula­
ción similar a la actual. V la no explicitación en ésta de que
los concursos y oposiciones serán convocados por la Generaii·
dad es irrelevante. ya qUe los únicos procedimientos de acceso
a las Notarías son precisamente concursos y oposiciones. Es
igualmente determinante el antecedente constituido por el tras·
paso de servicios efectuada por Decreto de la Presidencia del
Gobierno de 8 de junio de 1933. que confirma la atribuciÓn a la
Generalidad de la convocatoria de oposiciones y concursos.

Desde el punto de vista de la realidad social. el articulo 24
del Estatuto ha de interpretarse teniendQ en cuenta el más in­
signe reflejo de esa realidad, constituido por el texto de la
Constitución Española, en sus articulas 2, 137 Y 149.1.30. Este

. último, según el Abogado de la Generalidad, _está, preparando
la posibilidad de que el nombramiento de las personas que ha­
yan de ocupar los cargos a los que pueda llegarse con base a
determinados títulos llegue a ser uria competencia autonómica..

Todo la expuesto lleva directamente a la afirmaciÓn de que
el espiritu .., finalidad del articulo 24 del Estatuto de Cataluña
es la utilización al máximo de las posibilidades .ofrecidas por la
Constitución para llegar efectivamente a la atribución a la Co­
munidad Autónoma de una- competencia similar a la que tuvo
con el Esta' uto de 1932. La interpretación ofrecida encaja per­
fectamente en .la estructura del Notariado español y en nada
afecta al manteI1imiento de su unidad, y resulta técnicamente
posible.

El nombramiento aparece como la culminación de un proceso
del que no puede desgajarse por razones de coherencia, la cual
impide la atribución de las dos fases del total proceso a dos
potestades distintas. Pretender, coma hace el Gobierno, que la
oposición o el concurso sea convocado y controlado por un or~
ganismo dependiente del Estado, y, en cambio, que el nombra·
miento sea competencia de una Comunidad Autónoma, s~n re­
lación de dependencia con tal organismo. resulta un absurdo
jurídico sin justificación.'

La re.soluci,6n discutida silencia absolutamente la conside.­
raciÓn de mérito preferente que el articulo 24 del Estatuto de
Cataluña reconoCe a la especialización en Derecho Catalán. lo

Pleno. Conflicto positivo de competencia núme·
ro 171/1983. Sentencia número 110/1983, de 29 de no~

vtembre.
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1. ANTECEDENTES

Primero.-Por escrito de 18 de· marzo de 1983 el Abogada
don Ramón María Llevadpt Roig, actuando en nombre del Con.
sejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, pianteó un con­
flicto positJ.vo de competencIa en relación con la Resolución 1e
la Dirección General de los Registros y del Notariado de 12 de
noviembre de 1982, par la que se anunciaba la provisión ordi­
naria de diversas Notarias vacantes. al entender que esta Re­
solución vulneraba la competencia de la Comunidad Autónoma
de Cataluña. La pretensión del promotor del conflicto se ba­
saba sustancialmente en que, de la exégesis de los articu­
las 149.1.a y 149.3 de la Constitución, y del ar-tículo 24.1 del Es­
tatuto d;e Autonomía de Catalu~a, se deduce que la competencia
reconOCIda a la Generalidad respecto del nombramiento de No­
tarios es una potestad de actuación directa que abarca a todo
el iter procedimental que conduce al nombramiento o selección
de los escogidos. _

Sostiene el Abogado de la Generalidad que nombrar los No­
tarios equivale a conocer todo el procedimiento a través del
cual ~e llega a la atribución de las Notarlas a qliienes hayan
acredItado derecho a l!l1as, desde su inicio hasta el final Y basa
esta afirmación en el análisis del articulo 24.1 del Estatuto de
Auton€?mia ~ .la luz de los criterios interpretativos sentados por
el Código CIvIl en su articulq 3.° !?egún el sentido propio de las
péi:[abras, nombrar es tanto como elegir o sefialar. Nombra­
miento es un concepto amplio que comprende todo..el proceso
contemplado en su conjunto, incluida la convocatoria así como
11;\ orden de publicación y la fase ulterior de constitu~i6n de la
fianza. El sistema resultante de la resolución que se impugna
desconoce elcartLcter necesariamente unitario del procedimien­
to, en cuanto qUe pese a existir en él actos técnicamente sepa.
rable~, ha d3 Ser residenciado ante el mismo Ente decisorio y
constituye. además, un grave obstáculo al ejercicio del control
de la di~crecionalidad técnica de los órganos y Tribunales que
han ~e Juzgar los concursos y las oposiciones. La tajante se­
paraCIón entre quien convoca y seleccioI1& y quien realiza ei


